	Fecha
	26 de noviembre de 1962
	Sesión número
	53

	Motivo: Amparo

	Recurrente: MARCIAL FONSECA MORA, ERNESTO CALVO LÓPEZ, MIGUEL CAMBRONERO GUEVARA, MANUEL ANTONIO CORRALES VILLALOBOS, RAÚL CASTRO MONTERO, FRANCISCO MC TAGGART ALVARADO, MIGUEL ÁLVAREZ ZÚÑIGA, JOSÉ BRIZUELA BENAVIDES, RAMÓN JAIME ESQUIVEL ULATE, SEVERIANO MONGE CASTRO Y MARGARITA MARTÍNEZ LÓPEZ

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE SAN JOSÉ

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que desde hace cuatro años ocupan en precario un lote de propiedad privada, ocupación que se operó a través del Concejo Municipal con el objeto de trasladarlos ahí para desocupar distintos puntos donde tenían instaladas sus “ventas ambulantes”. Que la Municipalidad celebró contrato de arrendamiento con el propietario. Que, por no mediar pago alguno, se mantienen en la propiedad con el consentimiento o por pura tolerancia del propietario. Que les fue notificado acuerdo para la total desocupación de la propiedad que ocupa el mercado “El Herrumbre”.  Que por su posesión en precario, la decisión respectiva corresponde al Poder Judicial y mediante juicio de desahucio. Alegan violación de los artículos 11, 28, 46, 50, 56, 153 y 169 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que el anterior Gobernador fue autorizado para celebrar convenio, arrendar terreno de propiedad privada, e instalar allí, en forma provisional, a los vendedores ambulantes que presentaban un problema de obstrucción a las vías públicas.  Que hubo compromiso expreso con el propietario de que el citado terreno se les desocuparía tres meses después de que presentaran solicitud de permiso para construcción, lo cual ocurrió.  Que se les hizo prevención de desocupación que no cumplieron, y luego de su apelación del acuerdo municipal que ordenaba tal desocupación, éste fue confirmado por el señor Juez Primero Civil.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Los recurrentes han ocupado el terreno por un acto de mera tolerancia de la Municipalidad, que a su vez obtuvo su derecho mediante contrato con el propietario; acto del cual no pueden los comerciantes quejosos derivar derecho de posesión alguno. Resuelto el vínculo entre la Municipalidad y el propietario, ha de cesar también la ocupación de los recurrentes.


N° 53
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintiséis de noviembre de mil novecientos sesenta y dos, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Ramírez, Acosta, Bejarano, Jacobo, Soto, Fernández, Jiménez, Jugo, Porter, y de los suplentes Loría, Casafont, Valverde y Monge.
Artículo IV
Se conoció del recurso de Amparo establecido por Marcial Fonseca Mora, Ernesto Calvo López, Miguel Cambronero Guevara, Manuel Antonio Corrales Villalobos, Raúl Castro Montero, Francisco McTaggart Alvarado, Miguel Álvarez Zúñiga, José Brizuela Benavides, Ramón Jaime Esquivel Ulate, Severiano Monge Castro y Margarita Martínez López contra el señor Gobernador de la Provincia de San José, en el cual los recurrentes alegan: “Primero: Desde hace aproximadamente cuatro años venimos disfrutando de la ocupación, en precario de un lote de terreno esquinero, situado en esta ciudad, con frente a la Avenida 1a. y la calle 14, propiedad del señor Manuel Jiménez Borbón o de la Sociedad de este domicilio “Jiménez y Borbón Ltda.”.  La expresada ocupación desde el principio se operó a través del Concejo Municipal anterior inmediato y del correspondiente Gobernador, señor Carlos Lara Hine, que entendemos fue quien conversó con los dueños del expresado terreno, con el objeto de trasladarnos a todos ahí, y lograr así que hiciéramos abandono de los distintos puntos de las calles de San José, donde teníamos instalados nuestros carretoncitos con toda clase de negocios, con el carácter de “ventas ambulantes”. Fue así que llegamos a instalarnos con locales confeccionados pobremente por todos nosotros, cobrándonos la Municipalidad de San José una patente comercial a cada uno. En la actualidad somos de treinta y cinco a cuarenta patentados, de los cuales dieciocho estamos al día con el cuarto trimestre del presente año inclusive, sea hasta el día 31 de diciembre próximo entrante. Segundo: Según logramos averiguar con los personeros de la Corporación dicha, nunca entre esta última y los dueños del terreno se celebró contrato de arrendamiento alguno, comprometiéndose el señor Gobernador Lara Hine, a que la Municipalidad les pagara mensualmente la suma de C.500.oo (quinientos colones, 00/100).  Así estuvieron pagando hasta el mes de diciembre de 1961, habiéndose mantenido nuestro grupo disfrutando del expresado terreno, durante diez meses del presente año, sin pagar un cinco, ni el Concejo Municipal ni nosotros.  Es decir, con el consentimiento o por pura tolerancia de los propietarios indicados.  Por otra parte, perfectamente puede decirse que, con la misma ocupación en precario, nos hemos mantenido durante todo el tiempo, - más de cuatro años -, puesto que nunca, ni a la Municipalidad ni al dueño del terreno, le hemos pagado suma alguna por concepto de alquiler del mismo. Tercero: Recientemente los señores Jiménez Borbón gestionaron con la Municipalidad para que ordenaran el correspondiente desalojamiento, en forma administrativa, y la Corporación lo resolvió de conformidad, según Acuerdo N° 5, Artículo VI, tomado en Sesión Ordinaria celebrada el 27 de abril del año en curso.  Nosotros apelamos para ante el Juzgado Primero Civil de San José, pronunciándose ese funcionario en sentencia de las 10 hs. del 30 de agosto último, a favor siempre de la tesis municipal, pero advirtiendo en resumen – según lo interpretamos – que no era ilegal la simple prevención de desalojarnos, sin entrar a discutir esa legalidad en el momento en que la corporación intentara hacer efectiva la desocupación.  En otras palabras, y así lo hemos entendido, que quedábamos en disposición de  hacer uso de los recursos legales en vigencia, cuando se tratara por la fuerza de echarnos del referido lote de terreno.  Cuarto: así las cosas, fechado el 22 de octubre último, nos fue notificado el oficio N°2183-E, con el facsímil del señor Gobernador de la Provincia, Ejecutivo Municipal, don Fernando Figuls Quirós, que literalmente dice: “Estimado señor: De acuerdo con pronunciamiento dictado a las 10 horas del día 30 de agosto del corriente año, por el Juzgado Primero Civil, me permito avisarle que, a partir de esta notificación, gozarán de un plazo de ocho días, para la total desocupación del lote que ocupa en el mercado “El Herrumbre”.  Estoy enviando copia a la Dirección General de la Guardia Civil de esta notificación, para efecto del fiel cumplimiento de la misma.  De usted, atentamente…” (con copia al señor Manuel Jiménez Borbón y a la Dirección Guardia Civil).  De conformidad con lo que establece el art. 691 inc. 2° del Código de Procedimientos Civiles, procederá el desahucio… contra cualquier persona que disfrute o tenga en precario la finca o parte de la misma, con el consentimiento o por pura tolerancia de cualquiera de las personas enumeradas en el  artículo anterior (…los que comprueben tener derecho de poseer la finca por cualquier título legítimo).   De lo anterior se desprende que no procede el procedimiento que está usando el señor Jiménez Borbón, en coordinación con la Municipalidad de San José, y el señor Gobernador, puesto que la decisión respectiva tiene que producirse a través del Poder Judicial y mediante el correspondiente juicio de desahucio o de prevención de desalojamiento, si es que se trata efectivamente de construir en el local mencionado.  Todo ello, con la agravante de que la Municipalidad puso al cobro las patentes que durante todo el tiempo de la expresada ocupación, hemos venido pagando. Nos referimos a las correspondientes al cuarto trimestre, como ya se manifestó, siendo indudable que la Corporación no tiene autoridad legal ni moral para disponer nuestro desalojamiento en tales circunstancias. Acompañamos con efecto devolutivo y mientras logramos una certificación o constancia de la Contaduría Municipal, los enteros cancelados de ese cuarto trimestre, hasta el 31 de diciembre próximo entrante. Por todo lo expuesto, señor Juez, amparados por lo que establece el art. 48 in fine de la Constitución Política, en relación con la Ley de Amparo, N° 1161 del 2 de junio de 1950, por este medio interponemos formal recurso de amparo contra el señor Gobernador de la Provincia de San José, don Fernando Figuls Quirós, mayor, casado una vez, funcionario público y de este vecindario, a fin de que se revoque la medida dicha por ilegal y arbitraria, al tenor de lo que establece el citado art. 691 del Código Procesal Civil, y las Ordenanzas Municipales vigentes, en relación con las patentes municipales y los derechos por ellas amparados.  Para los efectos consiguientes, señor Juez, queremos hacer hincapié en que, no obstante que el oficio del señor Gobernador está fechado el día 22 de octubre último, la notificación no se nos hizo sino durante los días 24, 25 y 26 del mismo mes.  De ahí se concluye que estamos en tiempo para establecer este recurso.  Como prueba principal, además de los enteros cancelados de patentes Municipales, ofrecemos algunas de las comunicaciones suscritas con el facsímil del señor Gobernador.”  “Para mayor claridad en la exposición y con el objeto de que se comprenda mejor nuestra tesis, en relación con los derechos constitucionales amenazados o violados, señores Magistrados, sírvanse considerar lo siguiente: a) En Costa Rica existe “libertad de comercio” y todos nosotros, durante más de cuatro años, hemos venido ejerciendo ese derecho amparados por las leyes vigentes, y a través de un número grande de establecimientos, todos dedicados a distintas actividades comerciales. Con el producto de las ventas que en ellos hacemos y con las limitaciones propias del medio en que nos desenvolvemos, viven pobremente nuestras respectivas familias, haciendo entre todos una gran población que vive de lo que el Mercado “El Herrumbre” produce. b) Todo el tiempo hemos permanecido en el mismo lugar, a vista y paciencia de las autoridades y de los propietarios o del propietario del terreno en donde, por cuenta nuestra, se nos permitió construir nuestros propios locales.  Tal ocupación, por consiguiente, todo el tiempo se ha producido en precario sobre un área de terreno de propiedad particular; en manera alguna Municipal o Pública.  Dicho disfrute, es cierto que al comienzo se produjo con intervención de la Municipalidad e San José, que estuvo pagándole al propietario del fundo un alquiler de C.500.oo por mes; ello, hasta el mes de diciembre inclusive del año próximo anterior. Pero, a través de esos años, con el consentimiento o por pura tolerancia de dicho propietario, ya que nosotros, a él, nunca le hemos pagado cinco céntimos por concepto de alquileres.  La citada Corporación, durante todo este año, no le ha pagado esos C.500.oo mensuales al arrendante que, no obstante, en ningún momento ha tratado de establecer acción judicial alguna con el objeto de desalojarnos. c) Dicha Municipalidad, como fácilmente se puede constatar, desde que comenzamos a ejercer nuestro citado derecho, nos ha venido cobrando una patente cada trimestre, sin haber interrumpido en ningún momento tal cobro.  Con la agravante de que inclusive hemos cancelado el cuarto trimestre del año en curso, sea hasta el día 31 d diciembre próximo.  De ello se colige que esa Corporación, que está obligada a garantizarle a sus patentados el libre ejercicio del o los derechos cubiertos por las patentes que se le pagan, ni legal ni moralmente tiene derecho a pretender lo que a través del señor Gobernador y Ejecutivo Municipal, ha dispuesto.  De esto se desprende que este recurso debiera estar dirigido también contra la citada Corporación Municipal, según lo dispone el artículo 4° de la Ley de Amparo, pero como es el Gobernador, como Ejecutivo Municipal, quien ejecuta los Acuerdo Municipales, lo lógico y legal es que contra éste último se enderezca la acción.  Además, por la circunstancia de que el Gobernador, como tal, por ley está obligado a vetar los Acuerdos Municipales que sean ilegales, y si en su oportunidad ese veto no se produjo, como tal se hizo acreedor a la aplicación, de parte nuestra, de las prescripciones de dicha Ley de Amparo. Resumiendo lo que antecede, que la Municipalidad Josefina está interviniendo en un asunto particular, que sólo puede ventilarse ante los Tribunales Comunes, entre el propietario del fundo en cuestión, y los suscritos ocupantes en precario del mismo.  En efecto, las atribuciones legales de la Municipalidad no le permiten desalojarnos de un terreno particular, por más que en otros aspectos distintos sí puede intervenir, de acuerdo con las Ordenanzas Municipales en relación con la Ley de Construcciones vigente.  El señor Gobernador y el expresado Concejo Municipal, además, sin haber pagado la Municipalidad durante todo este año ni siquiera un mes de alquiler, están procediendo injusta y oficiosamente, puesto que el propietario del expresado terreno no ha demostrado, mediante el correspondiente juicio de desahucio, su interés en que desocupemos la esquina que ocupamos.  Y Desde el punto de vista moral, como supuesta sub arrendante esa Corporación, no vemos qué derecho tiene para, sin haber pagado el alquiler durante once meses, pretender nuestro desalojamiento.  Manifestado lo anterior, pasamos a enumerar las disposiciones constitucionales amenazadas o violadas por la orden que nos ocupa del señor Gobernador, como tal y como Ejecutivo Municipal de San José: Artículo 11.- “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede.  Deben prestar juramento de observar y cumplir eta Constitución y las leyes.  La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública”.  En indudable que el señor Gobernador como funcionario del Poder Ejecutivo y de la Municipalidad de San José, en perjuicio del grupo de ocupantes y patentados del Mercado “El Herrumbre”, está actuando con violación de lo que ese artículo establece, puesto que está arrogándose facultades que la ley no le concede.  Artículo 28.- “Nadie puede ser inquietado ni perseguido por la manifestación de sus opiniones ni por acto alguno que no infrinja la ley.  Las acciones privadas que no dañen la moral o el orden público, o que no perjudique a tercero, están fuera de la acción de la ley…”.  Indiscutiblemente, el acto de ocupar el área de terreno dicha, no infringe ley alguna, ya que como ya lo hemos manifestado, esa ocupación durante todo el tiempo se ha producido con el consentimiento o por pura tolerancia de su propietario.  Además, como una “acción privada” nuestra, en ningún momento ha dañado la moral o el orden públicos, pudiendo aceptarse la intervención de los Poderes Públicos, únicamente la del Poder Judicial, y sólo por gestión expresa y específica, por la vía del desahucio, del propietario o arrendante mencionado.  Hemos sido pues, inquietados injustamente.  Artículo 46.-  Esta disposición constitucional garantiza la libertad de comercio, agricultura e industria, y consiguientemente, si estamos amparados por la Carga Magna en cuanto a esa libertad se refiere, en el caso que no ocupa el señor Gobernador con su orden está amenazando en perjuicio nuestro, ese derecho constitucional.  Artículo 50. -  “El Estado procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza”. Artículo 56.- “El trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad.  El Estado debe procurar que todos tengan ocupación honesta y útil, debidamente remunerada, e impedir que por causa de ella se establezcan condiciones que en alguna forma menoscaben la libertad o la dignidad del hombre o degraden su trabajo a la condición de simple mercancía.  El Estado garantiza el derecho de libre elección del trabajo”.  El  Estado a través del Poder Ejecutivo, y éste a través del señor Gobernador, y la Municipalidad como Institución Estatal, están actuando precisamente en contra de lo que esos dos artículos 50 y 56 establecen. Efectivamente, ni están procurando el mayor bienestar nuestro como parte del conglomerado costarricense, ni están estimulando la producción y el más adecuado reparto de la riqueza.  Están amenazando también ese derecho constitucional de “libre elección de trabajo”.  Estas consideraciones, en especial porque no le reconocemos ni al señor Gobernador ni a la Municipalidad, derecho alguno legal para proceder al margen de la ley y de la Constitución, fuera de competencia y sin personería alguna; para intervenir en un desalojamiento que sólo el propietario del terreno citado puede gestionar.  Y si este último, con su complicidad en cuanto a esas violaciones se contrae, ha escogido ese camino, a todas luces mal aconsejado, indiscutiblemente ha buscado un camino equivocado que no estamos en disposición legal de aceptar o permitir.  Artículo 153.- “Corresponde al Poder Judicial, además de la funciones que esta Constitución le señala, conocer de las causas civiles, penales, comerciales, de trabajo y contencioso administrativas, así como de las otras que establezca la ley, cualquiera que sea su naturaleza y la calidad de las personas que intervengan; resolver definitivamente sobre ellas y ejecutar las resoluciones que pronuncia, con la ayuda de la fuerza Pública si fuere necesario”.  Ya hemos dicho que sólo mediante un juicio de desahucio establecido ante los Tribunales Civiles, y por el propietario del expresado terreno, podemos aceptar el desalojamiento que se pretende.  En consecuencia, si constitucionalmente y de acuerdo con lo que prescribe el art. 181 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, correspondiente al Capítulo II del Título III, sobre “Reglas para decidir las cuestiones de competencia en materia civil”, el Juez competente para conocer de un juico de desahucio, es el del lugar donde esté situada la finca, es indudable que el señor Gobernador y la Municipalidad, saliéndose de sus atribuciones y con invasión de Poderes en cuanto a ese funcionario, han violado lo que ese precepto constitucional estatuye con perjuicio evidente para nosotros.  También esa violación afecta el artículo 169 que dice: “La administración de los intereses y servicios locales en cada cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal, formado por un cuerpo deliberante, integrado por regidores municipales de elección popular, y de un funcionario ejecutivo que designará la ley”.  Tiene relación con lo mismo los artículos 50 y 3° de las Ordenanzas Municipales y de la Adición a las mismas, según Ley N° 11 de 10 de setiembre de 1925, reformada por Ley N° 22 de 18 de octubre de 1939, interpretada por Ley N° 132 de 5 de agosto de 1944 y reformada por Ley N° 1401 de 6 de diciembre de 1951 y por Ley N° 1976 de 17 de octubre de 1955.  Por el art. 50 se fijan las atribuciones de los Gobernadores, y por el art. 3° se establece que, las Municipalidades, como Corporaciones económico-administrativas, no podrán dictar ningún acuerdo, cuyo objeto no entre en sus atribuciones legales.  Quiere decir ello que la Municipalidad, como encargada constitucionalmente de la “administración de los intereses y servicios locales”, no tiene competencia para pronunciarse sobre un desahucio, que es lo que con la orden dicha del señor Gobernador se pretende, y consiguientemente, junto con el señor Gobernador, que no tiene facultades legales para proceder como lo ha hecho, han cometido flagrante violación  de los citados preceptos constitucionales, sean los artículos 153 y 169.    En la Ley Orgánica del Poder Judicial existe una disposición que, aplicada por analogía, aclararía cualquier duda al respecto. Nos referimos al art. 160, que establece que, “salvo disposición legal en contrario, todos los actos y procedimientos judiciales de quien no tiene facultad legal para ejecutarlos, serán absolutamente nulos”. Y como de acuerdo con lo que dispone el artículo 837 del Código Civil, en relación con el 835 ibídem, lo que es nulo absolutamente es como si nunca hubiera existido, y no puede subsanarse por la confirmación o ratificación de las partes, ni por un lapso menor que el tiempo que el que se exige para la prescripción ordinaria, forzosamente tendremos que concluir que las actuaciones del señor Gobernador y de la Municipalidad, indicadas, por haber violado y amenazado varios preceptos constitucionales, están viciadas de nulidad absoluta, procediendo entonces, por parte de esa Honorable Corte Suprema de Justicia, restablecernos en los derechos amenazados con la orden de desocupación impugnada, sin perjuicio, por supuesto, de que quien tenga la suficiente personería, dirija sus pasos tendientes a lo mismo, por el camino correcto, de acuerdo con nuestra legislación en vigencia.”

El señor Gobernador rinde su informe así: “Enterado del recurso de Amparo establecido por los señores  Marcial Fonseca Mora y otros, - vengo dentro del término de ley a contestarlo negativamente, ya que los hechos configurados por los recurrentes no se ajustan a la verdad.  Los señores Marcial Fonseca Mora y demás, no es cierto que hayan tenido la calidad de inquilinos de la Municipalidad de San José, - condición que pretenden darse para reforzar sus pretensiones -. Lo ocurrido es lo siguiente: El anterior Gobernador de la Provincia de San José y Ejecutivo de la Municipalidad de este Cantón, fue autorizado por dicho Gobierno local, para buscar solución al problema de los vendedores ambulantes, y fue autorizado para celebrar convenio con el señor Manuel Jiménez Borbón y arrendar terreno de su pertenencia e instalar allí en forma provisional a los vendedores que en esa época presentaban un problema de obstrucción a las vías públicas.  Efectivamente dichas personas fueron instaladas en ese terreno del señor Jiménez Borbón, lugar al que se le llamó “Mercado El Herrumbre”, y a fin de evitar posibles dificultades, se optó por no cobrarles y facilitarles en forma gratuita la posibilidad de ocupar un derecho de piso, pero nunca se le autorizó a construir ninguna clase de tramos, galeras o chinamos.  Con la firma Jiménez Borbón, hubo compromiso expreso, de que el citado terreno se les desocuparía tres meses después de que presentaran solicitud de permiso para construcción.  En efecto, esa condición se cumplió, y don Manuel Jiménez Borbón fue autorizado para construir en dicho terreno, y conforme a lo pactado, se previno a los entonces ocupantes, y digo entonces, porque de los que se quiso favorecer con un derecho de piso donde vendieran, únicamente existen unos pocos, ya que han convertido a ese lugar en negocio personal, vendiéndose unos a otros derechos de llave.  Véase informe del señor Gobernador anterior de 23 de octubre, Carta de la firma Jiménez Borbón de 22 de setiembre y queja de ocupantes de ese terreno, denunciando procedimientos incorrectos de las personas que fueron favorecidas por la Municipalidad.  Todo ello está en expediente N° 1729 que se agrega.  Así las cosas con fecha 26 de setiembre de 1961, se les hizo prevención de desocupación que no cumplieron, pero en escrito de 9 de mayo de 1962, apelaron del acuerdo municipal que ordenaba tal desocupación – acuerdo que fue confirmado por el señor Juez Primero Civil, que destacó entre otras cosas en su último Considerando, que “A los Municipios corresponde apreciar la prudencia u oportunidad de una medida de esa índole, y lo que resuelvan sobre ello no puede ser objeto de control jurisdiccional, pues las facultades de los jueces civiles se reducen, en esta materia, a juzgar sobre la Legalidad de lo acordado…” así como también, de que la simple prevención de desalojar el inmueble que esos vendedores vienen ocupando gratuitamente, no puede considerarse ilegal.”  Véase expediente N° 4356, que se adjunta.  Todos esos pronunciamientos y acuerdos municipales, fueron tomados con base en informe dado por el Departamento Legal de la Municipalidad de San José, de 24 de abril de 1962.  Véase expediente N° 54 que se agrega.  También cabe indicar que cuando los vendedores de ese mercado ofrecieron un pequeño alquiler por el lote en cuestión, y que se les nombrara un Guarda, la Municipalidad les denegó esas pretensiones.  Ver expediente 2425 que se adjunta. De la anterior relación de hechos, que se ajustan a la verdad, todos conforme a acuerdos firmes tomados por la Corporación Municipal de San José, se infiere que como antes dije, los recurrentes, han desnaturalizado los hechos para así presentarse como agraviados.  Los acuerdos de las Municipalidades pueden ser apelados, ante el Juez competente, para demostrar la legalidad o ilegalidad de lo acordado, y en el caso que examinamos, la Municipalidad de San José, tomó un acuerdo, ordenando al Gobernador y Ejecutivo Municipal procediera a la desocupación el terreno facilitado en forma gratuita y provisional a algunos vendedores ambulantes.  Considerando dichos vendedores que ese acuerdo era ilegal, apelaron de él ante el Superior, quien dictó la correspondiente resolución confirmando el acuerdo municipal en cuestión.  Conforme a los hechos relatados, incisos b) y e), del Artículo 3 de la Ley de Amparo, el recurso interpuesto debe ser rechazado de plano, ya que el suscrito como Funcionario, simplemente, puso en ejecución acuerdo o disposición tomada por el Anterior Gobernador ordenando la desocupación de los vendedores del Mercado El Herrumbre, debidamente aprobada por la Corporación y confirmada por Autoridad Civil competente, como que también en cumplimiento de dicha orden de desocupación del 26 de setiembre de 1961, definitivamente firme por resolución del Juzgado Primero Civil de diez horas del treinta de agosto de 1962, expedí nota recordatoria de 22 de octubre último, por lo que han transcurrido ventajosamente los ocho días de que habla el último inciso relacionado.  Actué en conformidad con lo dispuesto por los artículos 27 y 50 de las Ordenanzas Municipales, 16 de la Ley N° 11 de  10 de setiembre de 1925.   Simplemente, repito, he cumplido con la ejecución de un acuerdo firme.  Acompaño los expedientes ya indicados, para ilustración de los señores Magistrados, pidiendo sean devueltos, pues forman parte de los Archivos Municipales.  El acuerdo firme, tomado por la Corporación Municipal de San José, confirmado por el Superior, tiene que ser mantenido, ya que los presuntos ocupantes del terreno denominado Mercado El Herrumbre, desde el 26 de setiembre de 1961, fueron notificados de que tenían que desocupar ese inmueble, y a ellos nada les perjudica arrendar terrenos adyacentes para instalarse con sus actividades o previo el permiso que deberán solicitar a la Municipalidad de San José. La Patente a que hacen relación, les da oportunidad, como “vendedores ambulantes”, y no significa pago alguno por vender en dicho lote.  Tratan de confundir haciendo referencia a esas Patentes, que no tiene nada que ver con la orden de que recurren.”

Previa discusión, se dispuso declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones: La Constitución Política en su artículo 48, párrafo 3°, dice: “Para mantener o restablecer el goce de los otros derechos consagrados en esta Constitución, a toda persona le asiste, además el derecho de amparo del que conocerán los tribunales que fije la ley”. Dice “otros derechos”, porque en los párrafos 1° y 2°, hace referencia al de Hábeas Corpus que consiste en devolver su libertad personal a quien haya sido privado de ella ilegítimamente.  Y el artículo 2° de la Ley de Amparo N° 1161 de 2 de junio de 1950 establece que “procede el recurso de amparo para mantener o restablecer el goce de los derechos individuales consignados en la Constitución Política”.   De la lectura de la solicitud que encabeza el expediente, y de los antecedentes del caso que originales se han acompañado, se desprende que el recurso interpuesto por el señor Marcial Fonseca Mora y compañeros (expediente número 514), contra el señor Gobernador de esta Provincia, como ejecutor de acuerdos Municipales de que se hará mérito, es improcedente porque no afecta ningún derecho de los recurrentes, conforme a continuación se expone.

La Municipalidad de este Cantón con el propósito de resolver el problema que presentan ciertos vendedores ambulantes que se situaban con sus ventas en las principales calles y aceras obstaculizando la circulación de vehículos y peatones, concibió la idea de procurarles un lugar adecuado donde pudieran alojarse sin que significara para esos comerciantes desembolso alguno.  Como la Corporación no tenía un terreno adecuado al efecto optó por tomar en arrendamiento uno pagando quinientos colones por tal concepto y lo entregó a los comerciantes para que allí se instalaran en forma absolutamente gratuita.  Han ocupado el terreno por un acto de mera tolerancia de la Municipalidad, acto del cual no pueden los comerciantes quejosos derivar derecho de posesión alguno. Fue condición del contrato de arrendamiento celebrado por la Municipalidad que si el propietario del terreno decidía construir, el arrendamiento se daría por terminado.  Llegó esa oportunidad prevista y el propietario ha obtenido del Departamento respectivo de la misma Municipalidad la aprobación de los planos respectivos y la autorización para edificar en el terreno actualmente ocupado en parte por los recurrentes.  En tal situación, no queda más que entregar al propietario lo suyo y para ello estos comerciantes deben desocupar el terreno.

El artículo 279 del Código Civil dice: “Los actos facultativos o de simple tolerancia no dan el derecho se posesión.”  Los comerciantes que ocupan el terreno dicho lo hacen por un acto de mera tolerancia de la Municipalidad que a su vez obtuvo su derecho mediante contrato con el propietario.  Resuelto ya el vínculo entre la Municipalidad y el propietario, ha de cesar también la ocupación de los recurrentes, que como se ha dicho, tienen como acto de pura tolerancia de la Municipalidad.


El pago de la patente que estos comerciantes han hecho nada tiene que ver con el terreno que ocupan.  La patente es la autorización que la Municipalidad otorga mediante el pago de una determinada suma para ejercer el respectivo comercio con prescindencia absoluta del lugar y forma en que se haga uso de la misma.  Ya los comerciantes verán donde se alojan para hacer uso de su patente sin que esto nada tenga que ver con la ocupación que han ejercido por voluntad exclusiva de la Municipalidad.  Tampoco es óbice para que se desaloje a los actuales ocupantes el hecho de que algunos de estos adquirieran de los anteriores esos puestos comerciales pagando el valor de la construcción, mercaderías, instalaciones y hasta derecho de llave.  Los comerciantes allí instalados, han podido vender libremente sus haberes que es parte de su patrimonio, pero no podían traspasar un derecho de ocupación que no tenían, y la situación jurídica no varía por cuanto pase el negocio a manos de terceros.  Los adquirentes han comprado bien los materiales de construcción, instalaciones, mercaderías, patentes y todo lo que compone el activo o patrimonio del vendedor, menos el derecho al terreno, porque nadie puede disponer de lo que no es suyo, ni tiene derecho real alguno que lo autorice para hacerlo.  Por las razones expuestas no existe, por parte del Ejecutivo Municipal y Gobernador de San José, infracción de los artículos 11, 28, 46, 50, 56, 153 y 169 de la Constitución Política, y por ello el recurso es improcedente y así se declara.

